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Marcela Rodríguez y otros trece diputados presentaron un 
proyecto de ley en el Congreso de Argentina que recoge las 
observaciones de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de 
la Relatoría para la Libertad de Expresión de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos y que propone, en consonancia 
con esas observaciones, la derogación de los tipos penales de injurias 
y calumnias. La diputada Rodríguez explicó que “nuestros sistemas 
democráticos exigen que seamos extremadamente cuidadosos con las 
restricciones a la libertad de expresión, esto –principalmente- porque 
la libre expresión es la herramienta necesaria para que la ciudadanía 
pueda elegir, valorar y controlar a quienes dirigen los asuntos 
públicos” porque como lo señala Lucas Arrimada, en cuya bitácora de 
Internet (www.seminariogargarella.blogspot.com) conocí la noticia: 
“la sana intención de inhibir a este tipo de críticas [se refiere a las 
críticas mordaces y malintencionadas], también se terminarán 
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inhibiendo las que enriquecen el debate”. En todo caso, el proyecto 
prevé que quienes se consideren víctimas de las críticas mordaces y 
malintencionadas no queden sin protección porque propone que sea 
el fuero civil el que conozco de este tipo de conflictos. De esta 
manera el proyecto armoniza la eliminación del factor amenazante de 
la sanción penal con un razonable resarcimiento en el ámbito civil.   

Los órganos que referí en el párrafo anterior han considerado 
que la penalización de injurias y calumnias constituye una sanción 
desproporcionada para la infracción que se imputa y un mecanismo 
indirecto para restringir la libertad de expresión.  

A este respecto, conviene destacar cuatro principios cuya 
consideración es pertinente para este análisis. Estos principios son el 
principio de distinción de personas públicas y asuntos de interés 
público y personas y asuntos de interés privado (por el cual las 
personalidades políticas y públicas deben estar más expuestas al 
escrutinio y la crítica del público), el principio de aplicación de 
sanciones civiles en casos de personas públicas o asuntos de interés 
público (por el cual se garantiza la protección de la vida privada de 
todos los individuos sin abusar el Estado de sus poderes coactivos 
para reprimir la libertad individual de formar opinión y expresarla), el 
principio de aplicación del estándar de la real malicia (por el cual 
deben imponerse sanciones civiles sólo en aquellos casos en que la 
información se produjo con la intención expresa de causar un daño, o 
con pleno conocimiento de que dicha información era falsa, o con 
manifiesta negligencia en la búsqueda de la verdad o falsedad de las 
mismas) y el principio de la inversión de la carga de la prueba (por el 
cual le corresponde probar los hechos a quien se sienta afectado por 
una información falsa o inexacta). 

El Código Penal ecuatoriano, analizado a la luz de estos 
principios, lo tiene todo mal (incluso establece una protección más 
alta en los casos de injurias y calumnias a las autoridades públicas). 
El ejemplo del proyecto de Marcela Rodríguez debe replicarse por 
estos pagos, donde tan mal se entiende a la libertad de expresión. 

 


